Radicación: 660012204000-2021-00019-00

Accionante: Luis Carlos Moncada Bojaca 

Accionado:  Fiscalía 7º Seccional de Pereira

Decisión: Niega


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / SOLICITUD DE PRECLUSIÓN / PROCESO EN CURSO / EN ESTOS CASOS LA ACTUACIÓN DEBE ADELANTARSE PREVIAMENTE DENTRO DE ÉL.
… el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Entrando a determinar la existencia de otras alternativas judiciales, tenemos que el artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto…
Desde ese punto de vista, lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
Según sostuvo el accionante en su libelo petitorio, la Fiscalía se ha negado reiterativamente a acceder a las solicitudes de preclusión de la acción penal que él ha deprecado, además, tiene discrepancias en cuanto al tipo de proceso bajo el cual se está adelantado el asunto. Entonces, lo que pretende en términos prácticos, es que se acceda en sede de tutela a dichas pretensiones. Sin embargo, debe anotarse que la acción de tutela es un mecanismo residual de protección de los derechos, lo que nos indica que no procede si quien acude a su reclamo tiene a su alcance otras alternativas de defensa judiciales, es claro que en el presente asunto el accionante tiene a su alcance las medidas de protección al interior del proceso, que además está en curso, lo que implica que cualquier controversia referente al mismo debe ser resuelta allí.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA
Pereira, diez (10) de febrero de dos mil veintiuno (2021)

Hora: 4:00 a.m.

Aprobado por Acta No. 065
	Radicación: 
	660012204000-2021-00019-00

	Accionante: 
	Luis Carlos Moncada Bojaca 

	Accionado: 
	Fiscalía 7º Seccional de Pereira

	Decisión: 
	Niega


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor LUIS CARLOS MONCADA BOJACA en contra de la FISCALÍA 7º SECCIONAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Según se desprende de lo narrado por el accionante, en días pasados presentó una solicitud de preclusión al interior de un proceso penal que se está siguiendo en su contra por cuenta de la Fiscalía 7º Seccional de Pereira. 

Más adelante, expuso que la Ley 1826 de 2017 solo resulta aplicable a delitos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia, y como en su caso, los hechos por los que él es investigado datan del 2 de junio de 2011, le serían aplicables las disposiciones de la Ley 906 de 2004, incluso para los fines que él persigue, o sea, la de concluir el caso con una preclusión. 
Seguidamente, explicó que la denuncia que originó la investigación en su contra fue interpuesta el 16 de enero de 2014, insistiendo en que los hechos tuvieron ocurrencia el 2 de junio de 2011, entonces, se encontraría superado el término de 6 meses que, según el Estatuto de Procedimiento Penal, debe transcurrir entre una y otra cosa.

Aunado a lo anterior, la Fiscalía dejó vencer el término con el que contaba, a partir de la recepción de la noticia criminal, para formular imputación o para ordenar motivadamente el archivo de la indagación, y aún con ello, el 19 de septiembre de 2019 se le corrió traslado del escrito de acusación; y al poner en consideración de ese Despacho la situación, se le ha contestado que esa no es una causal para archivar la investigación, ni tampoco para solicitar la preclusión. 
El accionante no formuló ninguna pretensión específica, únicamente que se le garantice un debido proceso. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. El Despacho sustanciador profirió auto admisorio dentro del presente asunto en las calendas del 28 de enero de 2021, proveído en el que ordenó correr traslado a la Fiscalía involucrada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Dentro del término de traslado, la Dra. María Lucy Ramírez Marín, titular de la Fiscalía 7º Seccional de Pereira, presentó un escrito en el que indicó que en contra del accionante se está adelantando investigación por parte de esa Oficina, por incurrir presuntamente en un concurso de falsedad en documento privado.

Señaló que las pretensiones del señor Luis Carlos están enfocadas en la obtención de la preclusión de la investigación y la prescripción de los delitos acusados, lo cual no resulta viable, puesto que la investigación que se encuentra bajo su cargo, tiene que ver con una denuncia instaurada el 16 de enero de 2016, por hechos que tuvieron ocurrencia en junio de 2011, cuando fueron cobrados dos cheques girados por el Banco Agrario; y, tras los actos de investigación, se encontraron motivos suficientes para dirigir la investigación hacia dicho ciudadano, corroborándose después que él se encontraba privado de la libertad en la ciudad de Manizales, lugar a donde se dirigió el traslado del escrito de acusación desde el 13 de septiembre de 2019. 
Indicó que en dos ocasiones el accionante, por medio de derecho de petición, ha invocado los mismos argumentos exaltados en esta acción, pretendiendo obtener la preclusión de la investigación, pero se le ha explicado que no existen fundamentos legales para solicitar la preclusión en los términos de los artículos 331 y 332 del C de PP.
Aseveró que el delito por el que es investigado el libelista tampoco se encuentra prescrito, lo que también se le ha hecho saber, especialmente porque a la luz de lo consagrado en el parágrafo 4º del artículo 536 del C de PP, es claro que con el traslado del escrito de acusación se suspenden los términos de prescripción, en el entendido que ese traslado es equivalente, para efectos procesales, a la formulación de imputación de que trata la ley 906 de 2004. 
Finalmente, dijo que, aunque la Fiscalía cuenta con dos años para imputar o archivar, lo cierto es que el vencimiento de ese término no constituye una causal para archivar una investigación o para solicitar la preclusión, además, mencionó que el procedimiento abreviado releva del análisis referente al vencimiento del término previsto en el artículo 175 del C de PP por que la actuación se surtió con el traslado del escrito de acusación. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si la acción de tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para adoptar decisiones al interior del proceso penal que se sigue en contra del señor Luis Carlos Moncada Bojaca por parte de la Fiscalía 7º Seccional de Pereira. 
· Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial estatuido para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Entrando a determinar la existencia de otras alternativas judiciales, tenemos que el artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la máxima guardiana de la Constitución ha dicho
:
“… el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonables; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
Desde ese punto de vista, lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional. 

Los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional, tienen relación con un proceso penal adelantado en la actualidad por parte de la Fiscalía 7º Seccional de Pereira, Risaralda, donde funge como procesado el señor Luis Carlos Moncada Bojaca, por incurrir en la presunta comisión del delito de falsedad en documento privado.  

Según sostuvo el accionante en su libelo petitorio, la Fiscalía se ha negado reiterativamente a acceder a las solicitudes de preclusión de la acción penal que él ha deprecado, además, tiene discrepancias en cuanto al tipo de proceso bajo el cual se está adelantado el asunto. Entonces, lo que pretende en términos prácticos, es que se acceda en sede de tutela a dichas pretensiones. Sin embargo, debe anotarse que la acción de tutela es un mecanismo residual de protección de los derechos, lo que nos indica que no procede si quien acude a su reclamo tiene a su alcance otras alternativas de defensa judiciales, es claro que en el presente asunto el accionante tiene a su alcance las medidas de protección al interior del proceso, que además está en curso, lo que implica que cualquier controversia referente al mismo debe ser resuelta allí. 
En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:    
“Las etapas, recursos y procedimientos que conforman un proceso, son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso. Es en este sentido que la sentencia C-543/92 puntualiza que: ‘tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes’. Por tanto, no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.” 

Luego, no está de más recordar que el cuanto el mismo artículo 250 Superior dice que: “La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo”.
En consonancia con el canon anterior, el artículo 114 de la Ley 906 de 2004 le impone al Ente Acusador las siguientes atribuciones: 

“La Fiscalía General de la Nación, para el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, tiene las siguientes atribuciones: (…) 1. Investigar y acusar a los presuntos responsables de haber cometido un delito (…) 10. Solicitar ante el juez del conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando no hubiere mérito para acusar…”
De igual manera, el artículo 66 Ibídem señala que: 

“El Estado, por intermedio de la Fiscalía General de la Nación, está obligado a ejercer la acción penal y a realizar la investigación de los hechos que revistan las características de una conducta punible, de oficio o que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o cualquier otro medio, salvo las excepciones contempladas en la Constitución Política y en este código.

No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para aplicar el principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez de control de garantías.”

De lo anterior, se concluye sin lugar a elucubraciones que el Fiscal es el director de la investigación, y que es la persona autorizada por la ley para llevar a cabo las labores investigativas que estime pertinentes para dilucidar la ocurrencia de los hechos que pudiesen constituir una conducta delictual. Bajo ese norte, la Sala considera que el rol principal y razón de ser del Ente Investigador es dilucidar los hechos jurídicamente relevantes que den cuenta de la posible comisión de una conducta delictiva por parte de X o Y persona, a fin de determinar si existe o no un compromiso penal por parte del investigado.
En suma, no es esta Sala de Decisión en su ejercicio de Juez Constitucional, la autoridad encargada de ordenarle a la Fiscalía que archive o solicite la preclusión de una investigación. Además, La posición asumida por la Fiscalía no constituye para el accionante una imposibilidad de continuar aspirando a los derechos que eventualmente pudieran asistirle en el interior del proceso, dado que, como ya se explicó, existen otros estadios procesales en los cuales exponer su situación ante el Juez de conocimiento de la causa.  
Como viene de verse, en el devenir de la actuación existen herramientas para garantizar en favor de las partes el respeto por su derecho al debido proceso, sin que sea la acción de tutela un escenario o mecanismo propicio ni idóneo para plantear ese tipo de debates, de tal suerte que bajo ninguna circunstancia sería el Juez de tutela el llamado a entrometerse en temas como los planteados por el libelista, mucho menos en un término tan perentorio, e involucrando su criterio sin tener mayores medios de conocimiento acerca de un asunto que necesariamente debe ser puesto en consideración del Juez de conocimiento.

Así las cosas, no habrá de prosperar la querella de amparo propuesta por el señor Luis Carlos Moncada Bojaca, la cual se habrá de declarar improcedente.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el señor LUIS CARLOS MONCADA BOJACA en contra de la FISCALÍA 7º SECCIONAL DE PEREIRA, conforme con lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

Ausencia justificada
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Sentencia C-591 de 2014 MP: Dr. Luis Ernesto Vargas Silva


� Sentencia T-396 de 2014. 
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